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PRÓLOGO
La sucesión de innumerables violencias ha marcado la vida de las últimas generaciones de colombianos. Hemos vivido en un país donde el sonido 
de las balas y de las explosiones es cotidiano, por lo menos para gran parte de 
los sectores populares rurales y urbanos. El conflicto armado, metonimia de 
problemas de exclusión históricos de nuestra sociedad, ha sido el ámbito donde 
muchos crecimos. Es casi nuestro escenario, aquel que olvidamos por cotidia-
no, aunque nunca lo ignoremos por completo, bien sea porque hace parte de 
nuestra novela familiar, por la gravedad de algún acontecimiento de guerra 
repetido hasta el hastío en el noticiero, o porque en cada nueva ronda electoral 
el político de turno promete el final de la guerra.
Según algunos periodistas y académicos nos hemos acostumbrado a vivir 
con diferentes manifestaciones de ese conflicto. Hemos aprendido a coexis-
tir con él de forma natural, a ver sin (tanto) asco la sangre, a no asustarnos 
(tanto) con el ruido de la confrontación, a no horrorizarnos ante un secuestro 
o alguna desaparición. Tampoco nos sorprenden las vinculaciones de un po-
lítico con alguno de los ejércitos ilegales en contienda, o su participación en 
el desplazamiento de varios campesinos propietarios de tierras codiciadas por 
CONTRA LA NATURALIZACIÓN DE LO IMPOSIBLE; 
UNA CRÍTICA A LA NOCIÓN DE CULTURA DE LA 
VIOLENCIA EN EL ANHELADO POSTCONFLICTO








































alguna multinacional, como tampoco nos incomodan las alianzas entre mili-
tares y paramilitares para asesinar a algún líder sindical. Al final de cuentas, 
mañana será otro día para seguir con nuestras vidas y continuar, porque como 
dicen los abuelos: “el muerto al hoyo y el vivo al baile”.
Este comportamiento frente a la muerte nos haría duros e indolentes. Nos 
llevaría a plegarnos a discursos y prácticas violentas, dentro de las cuales cual-
quier vacilación frente al contradictor nos parecería una cobardía. Justificaría 
que nos matemos incluso en la felicidad particular (como las peleas entre fa-
miliares en medio de una fiesta) y colectiva (los muertos y heridos acostum-
brados durante las celebraciones de éxitos deportivos). Haría que optásemos 
por salidas violentas para acabar con la violencia, eligiendo como dirigentes 
políticos a consabidos matones o contratando sicarios para que nos cacen la 
culebra. Ante tal panorama resulta obvio que nos pensemos naturalmente vio-
lentos y franqueados por una cultura de la violencia. Como el destino así lo 
quiere, así será…
En varios textos y entrevistas es subrayada esta situación y se concluye que 
en Colombia nos caracterizamos por una cultura de la violencia1, la cual haría 
que nuestros vínculos con los demás impliquen siempre algún grado de violen-
cia inmanente. Los desplazamientos, las apropiaciones de tierras, el silencia-
miento de las oposiciones, los “falsos positivos” y las operaciones de “limpieza 
social” son comportamientos propios de un grupo social que ve en la elimina-
ción la forma esperada (y adecuada) de tramitar las diferencias. Las disputas 
causadas por la apropiación o por la redistribución de recursos económicos y 
simbólicos serían manifestaciones macro de una violencia esencial, primige-
nia, y natural, que va de suyo en nuestro material genético.
En consecuencia, seríamos violentos en todos los ámbitos de nuestra exis-
tencia, incluyendo el trato cotidiano con nuestras familias, con nuestros ami-
gos y vecinos, nuestros compañeros de trabajo y con cuanto desconocido nos 
crucemos por la calle. Bate en mano y cuchillo en bolsillo, estaríamos prontos 
para dar el batazo y recibir la puñalada, tanto del anónimo mensajero que se 
sienta a nuestro lado en el bus, como a nuestra hermana menor por habernos 
comido el pedazo de queso reservado para ella. Esa violencia cotidiana ope-
raría como el correlato de la violencia política, una y otra serían lo mismo, 
porque serían manifestación de nuestra “cultura de la violencia”. Las diferen-
1 En una sencilla búsqueda en Internet encontramos varias menciones a la “cultura de la violencia”: Colum-
nas de opinión escritas por analistas (como Juan Carlos Botero en El Espectador), entrevistas concedidas por 
referentes políticos (como la exposición del concejal de Medellín Ramón Acevedo titulada “La violencia en 
Colombia es genética y cultural”) y de la sociedad civil (como la de Gonzalo Murillo, director de Redprodepaz) y 
en artículos académicos de diversas disciplinas sociales (un artículo de Beatriz Eugenia León sobre la violencia 
en la escuela en la revista Interacción y otro de Bernardo Congote Ochoa sobre Cultura autoritaria, impermeabi-
lidad política y cultura de la violencia en la Revista Estudios Socio-Jurídicos). La recurrencia en el uso da cuenta 

























































cias entre violencia cotidiana y conflicto armado resultarían solamente de la 
magnitud del acto violento, de la cantidad de muertos y/o heridos.
Al someter a un análisis sociológico estos usos simplistas de la “cultura de 
la violencia” es posible que le opongamos tres cuestionamientos y un rechazo. 
Primero, que al calificar a nuestra cultura como violenta se cae en un doble 
ejercicio de simplificación y universalización. Simplificación porque reduce 
un conjunto de determinaciones (políticas, económicas, culturales, de género, 
etc.) a una razón única (nuestro ser violento), que a la vez sería justificación 
universal de todos los problemas que nos aquejan. El doble movimiento de 
simplificación y universalización de este argumento deviene en la respuesta al 
problema previa al problema formulado, invalidando de suyo nuestro trabajo 
como investigadores e investigadoras del mundo social porque de arrancada 
sabríamos las causas de tantas violencias. 
El segundo tiene que ver con la endemización de la violencia en Colombia. 
Al hablar de cultura de la violencia se le adjudica a la situación nacional un ca-
rácter endémico del cual carece, porque son varios los países que presentan si-
tuaciones de violencia equiparables a las nuestras (Guatemala, Brasil, EEUU, 
entre otros), vinculadas también con realidades presentes en nuestro conflicto 
(desigualdad social, pobreza, inequidad en la propiedad de la tierra, etc.). La 
endemización también exagera el carácter nacional del conflicto porque olvi-
da la participación de agentes y fuerzas extranjeras y multinacionales. Basta 
pensar en los bancos que se benefician de los dineros del narcotráfico, en el 
lucro infinito de los fabricantes y comerciantes de armas para todos los bandos 
en contienda, y en la perpetua presencia de militares y asesores norteameri-
canos en nuestra guerra, con evidentes intereses geopolíticos. Más que realzar 
el carácter colombiano del conflicto, nos conviene resaltar las continuidades 
históricas del mismo, en cuanto a intensidad, prolongación y multiplicidad de 
elementos que lo estructuran y donde se vinculan factores locales y globales, 
endógenos y exógenos. 
El tercer cuestionamiento apunta al uso del concepto de cultura, dentro de 
la hipótesis de la “cultura de la violencia”. La cultura -definición en disputa 
por ser un fenómeno omnipresente- remite a prácticas y discursos que se dan 
en el marco de un espacio social instituido, dentro del cual cobran sentido y 
son realizables el conjunto de acciones humanas, en un ejercicio permanente 
de re-construcción de dicho espacio social, mediante cambios, luchas y resis-
tencias de las personas que hacen cuerpo esa cultura. Esta idea de la cultura in-
corporada en movimiento, presente en varios autores contemporáneos (Bour-
dieu, Elias, Fals Borda, Mead, Wright Mills, entre otros), se contrapone al uso 
de “cultura” en una versión más inmanentista, aquella que ve en la cultura una 









































y las convierte en miembros de un grupo cerrado, en este caso, nuestro país. 
Calificar a un grupo a partir de un rasgo único, de su esencia, equivale a invali-
dar cualquier posibilidad de transformación de la realidad, puesto que toda la 
cultura, que estructura la realidad, se organizaría con base en esa esencia y, te-
leología mediante, las esencias son permanentes, porque son el alfa y el omega. 
Además, la noción de cultura de la violencia acarrea un problema práctico: 
al basarse en manifestaciones palpables de violencia (que van desde una toma 
guerrillera hasta un atraco en alguna ciudad intermedia) suscita un efecto de 
gran calado, que se refuerza tanto por la exposición del hecho de violencia, 
como por el análisis que algún experto (o no tan experto) hace del mismo. 
Recordemos que el poder de categorización de un evento y expresar una opi-
nión legitimada sobre el mismo equivale a un acto de institución, en tanto 
una autoridad (en este caso el experto) define lo que es y expresa esa violencia 
nuestra. La voz de esa autoridad, convalidada por sus diplomas y su recono-
cimiento como autoridad, nos impone un destino: el ser violentos por ser 
colombianos. 
La cultura de la violencia, por su llaneza explicativa, se encuentra presente 
en los discursos de generadores de opinión y productores culturales. Periodis-
tas, académicos, políticos, columnistas de opinión, profesores y formuladores 
de políticas públicas hacen eco del mencionado esencialismo para interpretar 
lo que nos pasa como nación. Esta situación nos ubica ante una incongruen-
cia: si nuestra condición esencial es ser violentos, está obturada la posibilidad 
de una cultura para la paz. Los ejercicios analíticos, las actividades educativas 
y la elaboración de discursos y prácticas de convivencia pacífica son inútiles 
porque, de nuevo, nos define nuestro ser violento. 
En contraposición, desde Fals Borda hasta Pécaut, varios autores han mos-
trado la multicausalidad de la violencia en Colombia, como manifestación de 
un conglomerado de prácticas políticas que operan de diversas formas y con 
distintos objetivos, en diversos contextos y con diferentes agentes involucra-
dos, a pesar de que el Estado, los paramilitares, las insurgencias y las bandas 
de narcotraficantes participen con recurrencia. Esa “contingencialidad de la 
violencia” nos obliga, en tanto analistas de diferentes disciplinas y corrientes, 
a estar más atentos a las divergencias que a las convergencias, porque al final 
la convergencia es una: el ejercicio de un poder violento de una persona sobre 
otra. Estos mismos análisis, que buscan establecer relaciones y vínculos entre 
agentes y contextos, en el marco de una trayectoria histórica. E historizar una 
situación es la mejor forma de echar por tierra su esencialidad. 
A su vez, recomponer la historia de una realidad de violencias, es decir, 


























































hace posible superar el esencialismo particularista, endémico y teleológico. 
La identificación de las genealogías de la violencia restituye la potencia de la 
realidad, cuya comprensión -y subversión- demanda una recursividad vigía y 
una apertura analítica y práctica a los problemas que nos plantea esa realidad. 
Ver la realidad como constructo histórico, problemático y múltiple es la herra-
mienta fundamental contra la naturalización de lo imposible: aquella creencia 
que nos condena a la violencia y nos niega la posibilidad de vivir en paz. 
La actual negociación entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP es una 
de las aristas de la disputa global por la paz, por sus alcances, definiciones e 
implicaciones, que dependen justamente de la historia de nuestro conflicto 
social. Entonces, el postconflicto se prevé como una disputa por las defini-
ciones de paz y, en consecuencia, por las posibilidades de transformación que 
traen consigo las prácticas en una sociedad pacificada. La paz debe ser más 
que la vía libre a la explotación de recursos naturales por una multinacional 
en una antigua región en guerra. La paz debe ser más que la entrega de las 
armas por parte de los integrantes de la insurgencia. La paz debe ser la rea-
lización de la justicia social y el desmonte de las razones que llevan a varios 
colombianos a ver en la guerra y sus miserias una posibilidad de trabajo y 
lucro, fortaleciendo una guerra que afecta en mayor parte a las poblaciones 
subalternizadas y excluidas.
 La paz debe ser un escenario de creación de nuevas y novedosas prácticas 
de transmisión cultural, que alimenten la construcción de formas de encuen-
tro pacífico entre las personas. Sin olvidar los conflictos que nos constituyen 
como sociedad y buscando eliminar las desigualdades que nos jerarquizan, lo 
que proponemos es una autonomización de las prácticas creativas, en los esce-
narios de producción de cultura, esto es, en el ejercicio político, la educación 
y la investigación, como aporte desde los espacios universitarios a la Colombia 
que emergerá en el postconflicto.
En esta dirección va El proceso de paz en Colombia: disertaciones alrededor de 
una historia, libro producido por un equipo de investigadoras e investigadores 
de la Fundación Universitaria Los Libertadores, y que se suma a una línea de 
discusión e historización ineludible del actual debate público sobre el proceso 
de paz. A partir de una serie de análisis e interpretaciones sobre los distin-
tos elementos, simbólicos y materiales, que han instituido nuestra guerra, se 
enuncian características del momento actual del conflicto que prefiguran las 
negociaciones de paz y la pugna política que se desenvuelven en la trastienda 
de estas. Con estos textos los diferentes autores buscan contribuir en la lectura 
práctica y enriquecedora de nuestra realidad, como plataforma de compren-









































En el capítulo uno La paz en la Constitución Política y en la Cultura Co-
lombianas, encontramos un análisis sobre las ideas de paz en nuestro país y su 
presencia en la normatividad vigente, con miras a reflexionar sobre las implica-
ciones jurídicas, como metáforas del ordenamiento político, del proceso de paz 
actual. Por su parte, en el capítulo dos, Investigación social para la paz en Colom-
bia: Entre la verdad histórica y la prueba judicial, vemos una reflexión sobre las 
experiencias de investigación social que acompañan los procesos de reparación 
de víctimas y su interacción con las leyes que reglamentan las reparaciones.
El capítulo tres, ¿Estamos preparados para el postconflicto?: Colombia y la firma 
del proceso de paz, propuestas para asumir el postconflicto, es una reflexión sobre 
los alcances de la situación de postconflicto, tanto en el ordenamiento legal 
como en las relaciones entre pares, desde una perspectiva que combina la críti-
ca kantiana y la ética sartriana. Para ampliar el examen filosófico de la violencia 
en Colombia, en el capítulo 4, ¿Qué está significando la paz en la actualidad co-
lombiana y qué podrá significar en el post-conflicto armado?, se retoman algunos 
postulados aristotélicos y platónicos sobre la vida ciudadana en la polis griega y 
se contrastan con las circunstancias de la ciudadanía en Colombia, procurando 
el desarrollo de una ciudadanía más absoluta y ecuánime en nuestro país.
En el capítulo 5, FARC y ELN: Continuidades y discontinuidades en los pro-
cesos de paz en Colombia, apreciamos un recorrido histórico por las anteriores 
experiencias frustradas de negociación entre los distintos gobiernos y los dos 
grupos insurgentes más importantes del país, situando como eje analítico la 
genealogía de los mismos y los cambios en sus posicionamientos ideológicos 
y sus accionar político militar, en respuesta a las acciones gubernamentales. 
A su vez en el capítulo 6, Los diálogos de paz en Twitter: el pathos discursivo de 
la subjetividad política, se reconstruye el juego de acción y reacción entre los 
diferentes agentes de la guerra, en un escenario digital como el Twitter, que 
permite una mayor plasticidad en el debate ideológico, a expensas de una 
construcción más diluida la agencia política entre representantes del Gobier-
no, de las insurgencias y de la oposición al proceso actual de paz.
Para terminar, en el cierre del libro podemos leer un obituario en homenaje 
a Nelson Mandela, Construir la paz: una cuestión de principios humanizantes, 
no de teorías politizantes, en el cual se nos muestra a una persona como Mande-
la, empeñada en construir una paz basada en la equidad, en una Suráfrica cla-
sista y racista, atravesada por un grave conflicto armado. La transformación, 
aún en ejercicio, que encarnó el líder surafricano es prueba de la posibilidad de 
transformar una realidad por más adversa y conflictiva que esta sea.
Estamos convencidos del aporte libro a la comprensión compleja de nuestra 


























































en él se articulan, que son una prueba más de que la diferencia puede trabajar 
de forma mancomunada sin que simplemente nos una la crítica canalla que 
sólo busca destruir y uniformar. El esfuerzo de la Universidad Los Libertado-
res contribuye a la construcción de espacios de debate sobre el sentido de la 
paz, una paz que por esquiva y tardía esperamos y tratamos de construir desde 
nuestros distintos ámbitos de participación y lucha. Porque de lo que se trata 




Ciudad Autónoma de Buenos Aires

CAPÍTULO I
Historia de un conflicto

FARC Y ELN: CONTINUIDADES 
Y DISCONTINUIDADES EN LOS 
PROCESOS DE PAZ EN COLOMBIA*
Juan Manuel Martínez Fonseca
Rodolfo Antonio Rodríguez Pérez
* El presente capítulo es resultado de la investigación titulada: “Los actores 











































Este capítulo da cuenta de los orígenes y evolución de las guerrillas de las 
FARC y el ELN, dos actores armados que han mantenido su influencia por 
más de medio siglo en el conflicto interno colombiano, y cuyos intentos de 
hacer la paz han estado caracterizados por las permanencias y los cambios, 
continuidades y discontinuidades que marcan tendencia y determinan las 
perspectivas en los análisis de este tema tan álgido. Si bien es cierto que la 
constante ha sido un escenario en el que prima el fracaso en los esfuerzos de 
desarme pacífico, no lo es menos que voluntad política no ha faltado en estas 
guerrillas para sentarse a dialogar, y que es tanto lo que hay en juego, que 
concretar y llevar a buen término el desarrollo de las agendas es una cuestión 
bastante compleja. 
El escrito está compuesto por tres apartados. En el primero de ellos se hace 
un acercamiento a las etapas de la historia de estas organizaciones político 
militares, desde su origen, consolidación, pasando por sus crisis y expansiones 
hasta su repliegue en la actualidad. Esta breve reseña de los actores armados 
deja ver sus idearios, su fortaleza militar, sus debilidades políticas y el constan-
te accionar del Estado colombiano por combatirlas y exterminarlas, así como 
la resistencia que han ofrecido estas agrupaciones insurgentes.
En un segundo apartado se hace una aproximación a los intentos de diálo-
gos de paz que han sostenido las FARC y ELN con el Estado y los diferentes 
gobiernos, desde Belisario Betancur hasta Juan Manuel Santos, haciendo én-
fasis en los planteamientos de las partes en contienda y las dificultades para 
concretar el fin del conflicto. En líneas generales, se presenta un análisis de los 
modelos de negociación y pacificación que ha propuesto el Estado a través de 
sus representantes de turno. También se da cuenta de los sectores que se han 
opuesto a los procesos de paz, como la iglesia, los gremios industriales, los 
altos mandos del Ejército, los simpatizantes y financiadores de grupos para-
militares, entre otros.
En un tercer apartado se analiza cómo la propuesta de paz es, además de con 
las guerrillas, con la participación de otros grupos sociales que le dan un mar-
co más amplio a los alcances esperados de un proceso de paz. Se destacan allí 
las discusiones al interior de movimientos populares como la Marcha Patrió-
tica y el Congreso de los Pueblos, que aterrizan el debate actual demostrando 
que el conflicto armado supera la existencia de los citados grupos guerrilleros, 
puesto que existen otras organizaciones subversivas. Se reconoce además que 
en los escenarios de diálogo y construcción de paz es fundamental el papel 
que juegan las organizaciones sociales, mismas que han generado espacios de 



























































como actores activos de los cambios que deben producirse para alcanzar una 
paz estable y duradera. 
El capítulo finaliza con un apartado de conclusiones que sintetiza y analiza 
brevemente los contenidos del texto.
ETAPAS EN LA HISTORIA DE LAS GUERRILLAS 
DE LAS FARC Y EL ELN
Orígenes y consolidación (1964-1973)
Comprender el surgimiento de los actores armados en Colombia es un asun-
to complejo, teniendo en cuenta que se trata de un problema estructural. Ana-
lizar los aspectos políticos, económicos, sociales y culturales que caracterizan 
la sociedad colombiana es un trabajo necesario en la búsqueda de una salida 
negociada del conflicto entre las guerrillas y el gobierno. En este proceso las 
negociaciones actuales con las FARC, y las que se avecinan con el ELN, requie-
ren de hacer una breve caracterización de cada uno de estos grupos con el fin 
de delimitar su origen, idearios e historia, así como su accionar político militar.
El origen y consolidación de estas guerrillas se dio entre los años 1964 y 
1973, y solo se puede entender con algunos antecedentes que configuran las 
relaciones sociales existentes hoy en día en el país. La masacre de las banane-
ras en diciembre de 1928, la violencia social desatada el 9 de abril de 1948 
tras el asesinato de Jorge Eliécer Gaitán, la violencia bipartidista a partir de 
la década de los cincuenta, el golpe militar de Gustavo Rojas Pinilla el 13 de 
junio de 1954, la caída de la dictadura el 10 de mayo de 1957; y la transición 
e instauración del Frente Nacional en 1958. Este panorama político refleja la 
crisis de gobernabilidad y la limitada participación política para los diferentes 
sectores políticos populares del país. En ese sentido, el contexto nacional ex-
plica el surgimiento de la guerrilla, al tiempo que factores externos impulsan 
y favorecen el ambiente para su conformación como lo son: los movimientos 
anticolonialistas en Asia y África, el triunfo de la Revolución Cubana en 1959 
y la ruptura chino-soviética.
En el caso de las FARC, estas surgen como un grupo de autodefensa campe-
sina que se fue organizando durante el conflicto agrario de la década de 1930 
y con el asesinato de Jorge Eliécer Gaitán en 1948. Tomó fuerza en lo que 
se denominó el periodo de la violencia bipartidista (Medina, 2010, p.141). 
Esta resistencia daría su paso a la lucha armada revolucionaria, producto del 
ataque sistemático institucional y parainstitucional a los procesos organizati-
vos en Tolima, Huila y Cauca. La formación como guerrilla se remonta a los 










































de la amnistía de Rojas Pinilla. En los Llanos Orientales la guerrilla liberal fue 
liderada por Guadalupe Salcedo, quien siguió el camino de la desmovilización, 
la del sur del Tolima se resguardó en zonas de colonización y se sostuvo como 
autodefensa hasta que los acontecimientos la forzaron a retomar el camino de 
la guerrilla móvil (Medina, 2010, p. 148). Esto explica el carácter de lo ocurri-
do en Marquetalia, en el departamento de Caldas, como un proceso de luchas 
agrarias, movimiento popular y de autodefensa campesina en la defensa del 
territorio. Su énfasis fundamental estaba centrado en la lucha por la tierra y la 
construcción de economías campesinas.
Después de la operación Marquetalia, con la cual las fuerzas militares inten-
taron diezmar al grupo guerrillero a sangre y fuego, se dejó ver el poco interés 
y respeto hacia los derechos humanos por parte del Gobierno. Luego de varios 
días de combate se obligó a la resistencia campesina a desplazarse de la zona. 
Inmediatamente se organizó la Conferencia del Bloque Sur en 1964, antece-
dente orgánico de lo que serían las FARC (Medina, 2010, p. 164) que, con la 
influencia del Partido Comunista Colombiano, decidió transitar de un grupo 
de autodefensa a formarse como una guerrilla móvil de carácter revoluciona-
rio. Dos años más tarde, en la segunda Conferencia Nacional de Guerrilleros, 
se crearían las FARC (Pizarro, 1995, p. 403). 
Durante los siguientes años el movimiento logró su expansión a través de la 
creación de seis núcleos guerrilleros que estaban comandados así: el núcleo de 
la cordillera oriental a cargo de Manuel Marulanda Vélez y Jacobo Arenas; el 
de la cordillera central liderado por Rigoberto Lozada “Joselo”; el núcleo del 
Quindío al mando de Ciro Trujillo; el de Villarrica comandado por Carmelo 
López; el núcleo de Marquetalia dirigido por Rogelio Díaz y el de Ríochiquito 
conducido por José de Jesús Rivas “Cartagena” (Medina, 2011, p. 55).
Asimismo, mientras en el sur se gestaba la primera generación de las FARC, 
en el departamento de Santander se formaba otro grupo guerrillero, el ELN, 
influenciado por la atmósfera política y social creada por la violencia, la dicta-
dura de Rojas Pinilla, la instauración del Frente Nacional, la Revolución Cu-
bana y el contexto internacional, así como enmarcado en la ola revolucionaria 
generada en América Latina. Esta fue posible debido a la combinación de fac-
tores de orden económico, político, social y cultural que se expresaron en las 
difíciles condiciones de existencia del conjunto de la población trabajadora, en 
la pérdida de legitimidad en los partidos tradicionales y en la incapacidad del 
Estado para satisfacer las necesidades básicas de la población. 
El ELN se nutrió fundamentalmente de la población campesina, pero en su 
construcción y consolidación jugó un papel central la juventud proveniente del 
Partido Comunista (PC), el Movimiento Revolucionario Liberal (MRL), y el 



























































En este punto, cabe recordar que, después de la Revolución, y con el fin de 
generalizar su movimiento, Cuba becó a varios estudiantes latinoamericanos. 
La comisión de estudiantes colombianos que fueron y regresaron de la isla 
con una formación político militar, después intercambiaron opiniones, discu-
tieron posibilidades y concretaron un trabajo armado teniendo en cuenta las 
necesidades del país. Este plan de trabajo incluía la constitución de la Brigada 
Pro-liberación José Antonio Galán, que tenía como propósito impulsar la lu-
cha revolucionaria y fortalecer la actividad política del grupo que, en la ciudad 
y en el campo, desarrollaría la lucha armada. Víctor Medina Morón, Fabio 
Vásquez Castaño, Heriberto Espítia, Ricardo Lara Parada, Luís Rovira, Mario 
Hernández y José Merchán integraron ese primer grupo (Arenas, 1971, p. 16).
Desde 1963 el trabajo se realizó tanto en Santander como en el resto del 
país, buscando consolidar el primer foco guerrillero en la región de San Vi-
cente de Chucurí, donde finalmente se instaló. El grupo inició la prime-
ra marcha en julio de 1964 con la ventaja de pertenecer a la región, y fue 
conformado con campesinos de las veredas de Santa Helena del Opón, La 
Fortunata, la región de Riofuego y Simacota. La mayoría de ellos radicados, 
como colonos, en el Cerro de los Andes que fue donde se instaló el primer 
foco guerrillero. 
La procedencia política de sus integrantes era variada, la mayoría de ellos 
venían de familias liberales y comunistas de la región, algunos herederos direc-
tos de las prácticas de la guerrilla liberal de Rafael Rangel, otros contaban con 
el ejemplo y las historias de sus padres sobre las luchas campesinas y políticas 
de los treinta años que antecedieron al surgimiento del grupo, e incluso hubo 
quienes habían atravesado por la experiencia política del MRL. Establecidos 
los contactos, organizadas las redes logísticas urbanas y rurales, consolidado el 
grupo base y definida la zona de operaciones sólo quedaba iniciar la primera 
marcha (Medina, 2001, p. 61).
Tras varios meses internos en las montañas en condiciones económicas pre-
carias, y pese a la baja formación política convertida en difíciles tensiones 
colectivas, se planeó la primera acción militar en Simacota. El grupo estuvo 
compuesto por 22 hombres bajo la conducción de Fabio Vásquez y tenían 
tres objetivos: obtener ventajas de tipo económico, adquirir a través de ella 
material logístico (armas, municiones, víveres y drogas) y lo más importante 
para Fabio, elevar la moral de los combatientes, consolidar la confianza de los 
campesinos de la zona en la organización y dar a conocer al país la existencia 
del ELN (Medina, 2010, p. 201).
Con la victoria militar y política en Simacota se planteó entonces el sur-
gimiento del ELN, como un brazo armado del pueblo, con la finalidad de 










































acorde con el desarrollo del país (Medina, 2010, p. 212), mostrando el carác-
ter ideológico de la organización.
El ELN recibió la influencia del Cura Camilo Torres quien había estruc-
turado una plataforma política abierta denominada Frente Unido. Los con-
tactos entre el sacerdote y el grupo armado se iniciaron en 1964 y ya cuando 
en 1966 la situación del Frente Nacional cerró la puerta a la participación 
política y la represión se intensificó, Camilo Torres se incorporó al grupo y se 
dio su sacrificio en Patiocemento el 15 de febrero del mismo año (Hernán-
dez, 2006, p. 131).
Crisis y confusión (1973 1980)
El cierre de las prácticas de participación política en el periodo del Fren-
te Nacional fue creando las condiciones para que los distintos sectores de la 
sociedad no articulados a las formas de mediación tradicional de los partidos 
liberal y conservador emprendieran el camino de la construcción de nuevas 
expresiones políticas ligadas a las luchas reivindicativas de carácter popular y 
social. Aparecieron durante este periodo, al lado del nuevo movimiento arma-
do (M-19), una proliferación de organizaciones de izquierda que se inscribie-
ron en la lucha política legal e ilegal. Así dinamizaron la lucha campesina y 
obrera, la protesta estudiantil y cívica.
En ese momento las guerrillas sufrieron serios problemas en su estructura 
por factores internos como la división militar e ideológica, y externos como la 
fuerte arremetida del Ejército. En el caso de las FARC estuvieron al borde del 
aniquilamiento cuando durante la Segunda Conferencia Nacional de Guerri-
lleros se planteó crear unidades móviles, pero Ciro Trujillo hizo concentrar a 
los insurgentes en el Quindío, y las Fuerzas Armadas les ocasionaron pérdidas, 
el 70% de las armas y bastantes bajas humanas. Sólo hasta la Quinta Confe-
rencia, en 1979, se consideró superada la situación; en ese momento las FARC 
apenas tenían nueve frentes.
Del lado del ELN fue notoria la división interna y la incapacidad de arti-
cularse a las luchas sociales. El golpe más contundente lo recibiría de parte del 
Ejército en 1973, con la llamada operación Anorí, donde fueron acorralados y 
murieron Manuel y Antonio Vásquez Castaño, hermanos de Fabio, quien lue-
go del desarme entró en una etapa de recriminaciones, juicios y ajusticiamien-
tos internos que llevaron a más divisiones. El número de integrantes del grupo 
quedó reducido a menos de 80 hombres. Todo esto llevó a la desmoralización 
interna. La llegada del cura Pérez y otros sacerdotes se dio en estos momentos 
de crisis, pues Camilo Torres había sido un ejemplo para muchos sacerdotes 



























































El espacio que la guerrilla había ganado en los años sesenta con su fuer-
te protagonismo se veía reducido por la presencia de disidencias de parti-
dos como la Anapo y el MRL, que lograron gran acogida entre la población. 
Igualmente el escenario estaba cambiando la proporción entre la vida rural 
y urbana, el país se urbanizaba y la guerrilla tendía a ruralizarse en extremo. 
Sólo después del paro cívico de 1977 vendría a retomar su protagonismo la 
insurgencia armada. Movimientos sociales como el estudiantil y el campesi-
no darían sus luchas fuertes a partir de 1971, estos últimos agrupados en la 
ANUC. Al decir de muchos esta reconstitución de los movimientos sociales 
afectó el reclutamiento que venía siendo favorable a la insurgencia.
Recomposición y expansión (1980-2002)
El contexto que vivía el país para este momento estuvo enmarcado en 
la represión del gobierno de Julio César Turbay a través del Estatuto de 
Seguridad Nacional. Más que las FARC y el ELN el protagonismo lo tenía 
el M-19 (entre otras cosas con sus espectaculares acciones como el robo de 
las armas del Cantón Norte, la toma de la Embajada de República Domi-
nicana y el asalto al Palacio de Justicia). Durante el gobierno de Belisario 
Betancur se dio la amnistía en 1982 y se iniciaron los diálogos con las FARC 
que llevaron a establecer una tregua y a la creación de la Unión Patriótica. 
Mientras tanto el ELN se fortaleció gracias a su hostigamiento a la zona del 
Oleoducto Caño Limón-Coveñas y a los lineamientos que el cura Pérez y 
Nicolás Rodríguez Bautista establecieron en el VII Congreso. Dicha tregua, 
rechazada por el ELN, el MIR- Patria Libre, y el PRT, dieron origen a la 
“Trilateral”, donde se acordaron acciones político militares de las organiza-
ciones. Más tarde, en mayo de 1987 se unificaron el MIR Patria Libre y el 
ELN denominándose la UC-ELN; por su parte el PRT decidió seguir solo 
como una alternativa revolucionaria en el país (Harnecker, 1998, p. 94) 
(Valencia, 2005, p. 131).
Por su parte, en la VII Conferencia de las FARC, este grupo decidió pasar 
de una guerra de guerrillas a una guerra de movimientos con una distribución 
por frentes por todo el país y altamente tecnificados. Se diseñó entonces un 
plan estratégico para todo el territorio nacional denominado “Campaña Boli-
variana para la nueva Colombia”. Este plan analiza cómo se debe producir el 
crecimiento y la multiplicación del movimiento con áreas específicas para cada 
uno (Domínguez, J, 2011, p. 59). De acuerdo a Alejandro Reyes Posada, esta 
estrategia dio resultado ya que la guerrilla desde 1985 y hasta 2002 aumentó 
su número de integrantes llegando a 17.000 combatientes rurales y a unos 










































Durante el gobierno de Virgilio Barco se profundizó la guerra sucia de 
parte de narco paramilitares, lo que dio como resultado el asesinato de figuras 
notables de la política nacional como Jaime Pardo Leal, Luis Carlos Galán, 
Bernardo Jaramillo Ossa y Carlos Pizarro León Gómez. Igualmente, fue du-
rante ese periodo que se dio la desmovilización del M-19, el EPL, el PRT y el 
Quintín Lame en 1990. Únicamente las FARC y el ELN continuaron la lucha 
armada y lograron crecer durante los diálogos del Caguán con el gobierno de 
Andrés Pastrana. 
Replanteamiento y repliegue (2002- 2014)
Durante la primera década del siglo XXI los grupos guerrilleros han en-
frentado la arremetida de la fuerza pública fortalecida por la firma del Plan 
Colombia en medio de los diálogos del Caguán. Una vez levantada la zona 
de despeje el Ejército comenzó a ejecutarse el Plan Patriota que enfrentó al 
Estado y a las FARC. La confrontación armada se recrudeció con la política 
de Seguridad Democrática implementada por el presidente Álvaro Uribe 
Vélez, que centró todo el esfuerzo estatal en la lucha contra las FARC, no-
tándose su efectividad al obligar al repliegue del grupo insurgente, lo que 
facilitó el éxito de los objetivos de alto impacto que, a partir del 2007, per-
mitió dar de baja a importantes figuras del secretariado de las FARC. Todo 
esto llevó a la precarización de la guerra y al acorralamiento, lo cual se hizo 
evidente en el cambio de estrategia del grupo guerrillero y su decrecimiento 
que los lleva, un poco debilitados, al inicio de diálogos de paz con el gobier-
no de Juan Manuel Santos.
ACERCAMIENTOS A LA PAZ
En tiempos de Belisario Betancur
El intento de negociación política desde los inicios del gobierno de Belisa-
rio Betancur planteó la necesidad de iniciar un proceso de paz y de ejecutar 
una reforma política que facilitara la realización de diálogos con las guerrillas 
y demás grupos ilegales, con el fin de llegar a la solución negociada del conflic-
to. Este intento de negociación se desarrolló entre los años 1982 y 1986, esta 
vez en La Uribe (Meta), en el campamento denominado Casa Verde, donde 
el presidente Belisario Betancur se encontró con el Ejército Popular de Libe-
ración (EPL), el Movimiento 19 de Abril (M-19), el Ejército de Liberación 
Nacional (ELN) y la Autodefensa Obrera (ADO).
 Como pasos claves del proceso de diálogo de Belisario Betancur se pueden 
mencionar los siguientes: la cumbre política multipartidista efectuada el 8 de 



























































de septiembre de ese mismo año; la expedición de la Ley de Amnistía, Ley 
35 del 19 de noviembre de 1982; la firma de los acuerdos de tregua con los 
grupos guerrilleros en marzo y agosto de 1984; y finalmente los proyectos de 
ley presentados al Congreso de la República con miras a la participación en 
política de miembros de la insurgencia (Pizarro, 1991, p. 407). Es así como el 
28 de mayo de 1984 las FARC firmaron el Acuerdo de La Uribe con la Comi-
sión de Paz del Gobierno.
Este proceso abrió espacios para que nacieran de cada insurgencia proyectos 
electorales, sociales y/o políticos. Por parte de la FARC se vio reflejado en una 
campaña de movilización social que iría abriendo paso a la desmovilización 
de la guerrilla. Se dio la orden de cese al fuego y los frentes se acogieron para 
dar paso a promover un proyecto político unitario que reuniera grupos de iz-
quierda y fuerzas democráticas, lo cual daría origen a la Unión Patriótica (UP) 
(Medina. 2009, p. 66).
Entre tanto, por el lado del ELN, que no entró en los acuerdos, se venía 
dando una fractura representada en el desarrollo de discusiones internas en 
los años siguientes. El tránsito de la guerrilla hacia una modalidad “de actor 
político” específico que fundaba su acción en la “oposición armada” o en la 
gestación de frentes políticos tales como la Unión Patriótica, A Luchar o el 
Frente Popular, y la emergencia de los movimientos sociales incidieron en esta 
renovación global del movimiento insurgente (Pizarro, 1991, p. 401). Estos 
movimientos se inscribieron en el nuevo re apunte de las luchas sociales no 
encuadradas en las formas sindicalistas tradicionales o bajo el control biparti-
dista. El momento histórico exigía captar nuevos espacios de la acción social. 
Sin embargo, la gran dificultad para estos procesos fue la oposición por 
parte de la iglesia, las fuerzas armadas y el naciente narcoparamilitarismo que 
no diferenció entre FARC y la Unión Patriótica, lo cual condujo al inicio del 
exterminio de esta última organización política (Medina, 2009, p. 67). 
En tiempos de Virgilio Barco
Con la llegada de Virgilio Barco al poder en 1986, los diálogos con las 
FARC se plantearon con cambios de forma y fondo, como la transformación 
de la Comisión de Paz por una Consejería Presidencial para la Reconcilia-
ción, la Normalización y la Rehabilitación. Esto desconcertó a las FARC que 
insistieron en mantener los acuerdos de La Uribe y la Comisión de Diálogo 
y Verificación.
Sin embargo, los esfuerzos democráticos de este gobierno perdieron fuerza 
en la medida en que la guerra sucia tomó una gran fuerza mientras se conso-
lidaron las acciones paramilitares en algunas regiones del país, las AUCC en 










































la Sierra Nevada de Santa Marta con Hernán Giraldo; los Rojas en el Casanare 
con los Buitrago; y en los Llanos Orientales y Putumayo con los aparatos al 
servicio del narcotráfico (Grupo Memoria Histórica, 2013, p. 140), negocio 
fundamental en la financiación de guerra contrainsurgente en el país.
Igualmente se dio la persecución a líderes campesinos, indígenas, afros y 
cívico populares por parte de los grupos paramilitares a la Unión Patrióti-
ca (UP), organización que privilegió la acción de sus representantes electos 
(parlamentarios, diputados, concejales y alcaldes populares). Por su parte, A 
Luchar (abstencionista por principio) y el Frente Popular pusieron el acento 
en la acción reivindicativa o en activismo político, aun cuando en el caso del 
último no despreció la acción electoral. 
Los asesinatos, persecuciones y masacres como estrategia militar de inti-
midación a la clase popular se agudizaron en este periodo presidencial, aun-
que venían siendo sistemáticos desde el gobierno de Betancur. La muerte del 
candidato presidencial Jaime Pardo Leal en octubre de 1987, la ola de terror 
y de guerra sucia asociada al exterminio iniciado en 1986, fue especialmente 
intensa en regiones como Urabá, Bajo Cauca Antioqueño, Magdalena Medio, 
Arauca y Meta donde la UP había logrado desplazar a la clase política tradi-
cional como lo cita el Grupo de Memoria Histórica en su informe ¡Basta Ya! 
Colombia (Grupo Memoria Histórica, 2013, p. 142). 
El logro más significativo de Barco fue la paz con el M-19 que desmovilizó 
900 guerrilleros en marzo de 1990. El analista León Valencia señala que este 
proceso de paz se vivió como un auténtico final cerrado, porque el M-19 había 
decidido concederle al gobierno todo lo que le pedía, desmovilización, desar-
me y reinserción a la vida civil (Valencia, 2005, p. 14).
En tiempos de César Gaviria
Otro episodio de diálogo se dio en Cravo Norte (Arauca) en 1990 con el 
gobierno de César Gaviria. En esta ocasión se sentó la Coordinadora Gue-
rrillera Simón Bolívar (CGSB) con el Gobierno, en medio de la Asamblea 
Nacional Constituyente. Los diálogos se trasladaron a Caracas y de Caracas 
a Tlaxcala (México), sin embargo las dos partes no pudieron llegar a ningún 
acuerdo. En esta etapa se desmovilizó el PRT, Quintin Lame y gran parte del 
EPL, lo que terminó en la nueva constituyente de 1991 y con ello la precariza-
ción de la economía del país en las estrategias neoliberales. El ELN y las FARC 
se levantaron de estos diálogos para tomar tácticas y estrategias diferentes al 
resto de las organizaciones guerrilleras. Fue entonces cuando el gobierno de 
Gaviria decidió atacar Casa Verde el 9 de diciembre de 1990, el mismo día de 



























































presionar los diálogos con la CGSB. Sin embargo, esta organización no estaba 
derrotada como si lo estaba el M 19. 
Ante las dificultades para avanzar en el diálogo con los demás grupos in-
surgentes, el gobierno decidió en 1992 declarar la guerra integral a la subver-
sión cerrando las posibilidades de una solución política al conflicto armado. 
Sin embargo, en ese mismo año la CGSB planteó que se debían tener en 
cuenta en una agenda de negociación las siguientes doce propuestas 1) Susti-
tución de la apertura económica por una política que estimulara la industria 
nacional y la producción agropecuaria 2) los recursos naturales de Colombia 
deberían ser explotados por empresas estatales 3) fortalecer la función social 
del Estado 4) combatir la corrupción administrativa 5) el Estado debía cam-
biar su política militar de guerra total y de enemigo interno 6) desmonte 
de los grupos paramilitares 7) proteger los derechos humanos 8) terminar 
con la impunidad y el fuero militar 9) garantías políticas a la oposición 10) 
redistribuir la tierra 11) fortalecer la unidad nacional y la integración 12) 
indemnizar a los afectados por la violencia (Medina, 2009, p. 84). Estas pro-
puestas quedaron como constancia de la voluntad de negociación por parte 
de la insurgencia para este periodo.
En tiempos de Ernesto Samper
El escaso margen de maniobra del Gobierno de Ernesto Samper (1994-
1998), como efecto de la crisis de gobernabilidad desatada por el Proceso 
Ochomil, le impidió intentar una negociación con los grupos insurgentes y le 
implicó una pérdida de control del territorio nacional debido al crecimiento 
de la guerrilla. Es importante resaltar esta crisis institucional debido a que 
esta es la que abre un margen discursivo a los grupos paramilitares en la re-
construcción de un proyecto de nación, esto enmarcado en la segunda etapa 
de expansión paramilitar en el país, que correspondió al surgimiento de las 
Autodefensas Unidas de Colombia (AUC).
En tiempos de Andrés Pastrana
Mucho más tarde, en 1998, el gobierno del presidente Pastrana despejó un 
área de 42.139 Km2, denominada zona de distención, en los municipios de San 
Vicente del Caguán, La Macarena, Uribe, Mesetas y Vista Hermosa, donde se 
inició el dialogo con las FARC que esta vez se desarrolló en medio del conflicto, 
y no como en las anteriores oportunidades en las que se efectuó con cese de 
hostilidades. Para las FARC tres temas eran centrales para avanzar en la mesa 
de negociaciones: el canje de secuestrados de las Fuerzas Armadas por presos 










































tenimiento de la zona de despeje a toda costa (Medina, 2010, p. 166). Este pro-
ceso bastante dilatado cayó ante la poca voluntad de las partes; la expansión del 
paramilitarismo; el fracaso de la política de paz para el cambio como programa 
de discusión y el aumento de las acciones armadas de parte y parte.
En tiempos de Álvaro Uribe Vélez
Los dos periodos presidenciales del Álvaro Uribe Vélez, (2002-2010) 
se construyeron sobre una estrategia de guerra basada en el discurso de la 
Seguridad Democrática y la lucha contra el terrorismo. Se retomó el modelo de 
la agenda restringida basándolo en el cese al fuego unilateral, la liberación de 
secuestrados y la desmovilización, desarme y reinserción social básicamente de 
los grupos armados (Medina, 2010, p. 887).
La nueva estrategia del Ejército se centró en recuperar las zonas histórica-
mente ocupadas por la guerrilla, esto gracias al fortalecimiento militar que 
produjo el desarrollo del Plan Patriota. Entre 2005 y 2008, como en la opera-
ción Marquetalia de 1964, las tropas fueron ingresando a las zonas de presen-
cia guerrillera con una política que comprometió dos componentes: el militar 
y el cívico militar. De esta manera se acorraló a la guerrilla que se vio obligada 
al repliegue y la resistencia ofensiva. Una serie de bajas importantes al secre-
tariado y la deserción de varios miembros de la insurgencia, hicieron pensar 
en una inminente victoria militar por parte del Estado, no obstante las FARC 
lograron sobreponerse a esta arremetida de las Fuerzas Armadas.
Mientras el gobierno de Uribe arreció su ataque contra la insurgencia, se 
abrió el espacio para que los paramilitares se desmovilizaran con la Ley 975 
del 2005, o Ley de Justicia y Paz, generando todo un capítulo de impunidad 
en la historia de Colombia. No todos los paramilitares se acogieron al proceso, 
dejando la puerta abierta para la creación de las denominadas bacrim o grupos 
post desmovilización como las Águilas Negras, y Los Urabeños que, con la 
ayuda del narcotráfico, han mantenido las amenazas y el control sobre gran 
parte del territorio nacional. 
Durante este mismo periodo el triunfalismo y el afán de mostrar resultados 
por parte de las Fuerzas Armadas llevó a realizar acciones desesperadas por 
parte del gobierno como la falsa desmovilización de la compañía Cacica La 
Gaitana en el 2006, donde se vio involucrado el entonces Alto Comisionado 
para la Paz, Luis Carlos Restrepo; los falsos positivos ejecutados durante el pe-
riodo en el cual el Ministro de Defensa era el hoy Presidente de la República, 
Juan Manuel Santos; y las chuzadas ilegales por parte del extinto DAS, que 
vincularon a miembros de la rama ejecutiva de la cual hacia parte esta institu-
ción. Todo esto resintió la Política de Seguridad Democrática que empezó a 



























































En tiempos de Juan Manuel Santos
Con la llegada de Juan Manuel Santos a la Presidencia se abrió la posibi-
lidad de un diálogo con las FARC. El 18 de octubre de 2011 se inició dicho 
proceso en Oslo (Noruega) y el 19 de noviembre se dio el primer encuentro 
en La Habana (Cuba), entre los delegados de las FARC y el Gobierno. Los 
puntos de la agenda de paz son: Política de desarrollo agrario integral; parti-
cipación política; fin del conflicto; solución al problema de las drogas ilícitas; 
reparación y verdad para las víctimas; y refrendación, implementación y veri-
ficación de los acuerdos. 
Se establecieron además las siguientes reglas para la materialización de los 
diálogos: 
A. Cada equipo negociador podrá contar hasta con 30 miembros.
B. En cada sesión de la mesa podrán participar hasta diez personas por 
delegación, y como máximo cinco tendrán la condición de plenipoten-
ciarios, es decir, con capacidad de decisión.
C. Se invitará a expertos para brindar asesoría sobre los distintos puntos 
de la agenda, pero su participación no los hará parte de los equipos 
negociadores. 
D. Se publicarán informes periódicos.
E. Se pondrá en marcha un mecanismo de recepción de propuestas sobre 
los puntos de la agenda.
F. La idea de realizar las negociaciones fuera del país implica que, en prin-
cipio, nada de lo que ocurra en el exterior, incluidos los hechos propios 
del conflicto armado, afecta las discusiones.
G. Nada está acordado hasta que todo esté acordado. (Proceso de paz, 2013).
Esto como muestra de la necesidad de superar las dificultades de los proce-
sos anteriores y cumplir con la promesa de no levantarse de la mesa de nego-
ciación hasta llegar a un acuerdo final por ambas partes. 
Los acercamientos de la guerrilla del ELN con el gobierno Santos se vienen 
agendando desde finales de agosto de 2012, justo cuando este último oficia-
lizó el acuerdo de La Habana con las FARC. La intención del gobierno y el 
ELN de sentarse en una mesa contó con la ayuda del gobierno venezolano 
encabezado por Hugo Chávez, el cual propició las condiciones necesarias para 
el encuentro. 
Una entrevista realizada por el diario El Tiempo de Argentina con Antonio 
García, jefe militar del ELN, después de la realización del V Congreso del 
Ejército de Liberación Nacional expuso los avances del proceso y los acuerdos 










































pación de la sociedad; 2. Democracia para la paz; 3. Transformaciones necesa-
rias para la paz; 4. Víctimas; 5. Fin del conflicto armado; 6. Refrendación del 
acuerdo e implementación del mismo.
Al contrario de la agenda acordada con las FARC en la del ELN sobresalen 
discusiones sociales importantes para la consolidación de la paz, y unos pun-
tos procedimentales necesarios para unificar una mesa articulada con la que 
se lleva a cabo en La Habana, como propósito máximo del actual gobierno 
(Proceso de paz con el ELN, 2012-2014). 
Es necesario señalar, de acuerdo con los modelos de pacificación propues-
tos por el analista Miguel Ángel Afanador, que los gobiernos de Betancur 
y Pastrana aplicaron el modelo político, por su reconocimiento del carácter 
de actor político a los movimientos guerrilleros; el gobierno de Uribe hizo 
énfasis en el modelo militarista, por su búsqueda de la eliminación física del 
enemigo interno y su forma de negociar sin dar nada a cambio; el de Gaviria 
y el de Santos el modelo político-militarista, pues combina elementos de los 
dos modelos anteriores y el de Barco el modelo tecnocrático, por el desarrollo 
de programas de rehabilitación de zonas afectadas por la violencia. Igualmen-
te, es pertinente la afirmación de Afanador cuando señala que los gobiernos 
empiezan con un modelo de pacificación y terminan con otro, así empiezan 
intentando hacer la paz y terminan privilegiando la represión militar (Afana-
dor, 1993, pp. 188-192). 
La paz, una construcción ampliada
Demostrando que el asunto de la paz pasa de ser un análisis de carácter 
coyuntural a un proceso de larga duración, tendremos en cuenta los escenarios 
recientes que ponen en discusión el tema de la paz como la motivación para 
volver a vincularlo en la agenda política y social del país, como los son: el En-
cuentro Nacional por la Paz y el Congreso para la Paz que se realizaron a nivel 
nacional en los últimos años, ya que el movimiento popular es un sujeto real y 
sus opiniones tienen que hacer parte de las salidas al conflicto y de un acuerdo 
nacional. La paz no es una prerrogativa exclusiva de los armados, debe ser un 
propósito nacional que vincule a diversos sectores de la sociedad colombiana 
como lo concluyen las organizaciones sociales (Declaración final del Congreso 
para la paz, 2013).
El primer escenario fue el Encuentro Nacional de comunidades indíge-
nas, campesinos y afrocolombianas por la tierra y la paz, que se llevó a cabo 
del 12 al 15 de agosto en Barrancabermeja (Santander), convocado por la 
Marcha Patriótica. En ese proceso se definió una plataforma política que 
tiene como eje “la solución política al conflicto social y armado”, además 



























































constituir un “movimiento de movimientos” cuyo objetivo sería la acción 
social de masas contra el régimen político, el gobierno de Santos y la inje-
rencia imperialista. Se proponen explícitamente la lucha por “la segunda y 
definitiva independencia”. 
En ese encuentro se realizaron distintas actividades a partir de las reflexiones 
de los asistentes de todas las regiones, quienes generaron un diálogo abierto, 
socializando y robusteciendo las diferentes iniciativas de paz y de defensa de la 
tierra y los territorios. Así se generó un espacio amplio de socialización de pro-
puestas políticas y dialogadas por la paz en Colombia desde las experiencias 
y vivencias de las comunidades campesinas, indígenas y afro descendientes. 
Es importante resaltar que este encuentro se realizó antes del inicio de 
las negociaciones de paz en La Habana (Cuba) y se muestra que no es un 
proceso coyuntural y que mucho menos puede ser una solución simple 
a las problemáticas estructurales que aquejan a las comunidades del país. 
Una de las varias conclusiones es precisamente la difícil situación material 
y política de las comunidades que no podían ser solucionadas con el fin 
del conflicto, sino con un verdadero proceso de construcción de paz que 
incluya la justicia social. 
Hemos considerando de manera específica nuestras preocupaciones 
por el futuro de nuestra tierra, nuestro territorio y nuestros recursos, 
por la democracia, la situación y la garantía de nuestros derechos, así 
como del estado de la guerra y las posibilidades de una solución políti-
ca (Declaración final encuentro de paz Barrancabermeja, 2012).
Ese intercambio de diálogos sobre los temas claves para la construcción de 
propuestas políticas de paz en el país, desde la mirada de los diferentes secto-
res sociales, refleja el interés de las mismas comunidades de sentar a todos los 
actores políticos y sociales a pensar y construir desde la esperanza un país con 
propuestas para la paz con justicia social, y no para la guerra, como lo mues-
tran sus conclusiones:
Manifestamos nuestro rechazo frente a las políticas gubernamentales 
que durante la última década se han venido implantando en el país 
para promover un modelo económico que propicia la explotación in-
tensiva de nuestra tierra y recursos naturales favorece a las empresas 
transnacionales y los grupos económicos, acentúa los conflictos por la 
tierra y la lucha por el territorio, estimula nuevos procesos de expro-
piación, despojo y de desplazamiento forzado, deteriora radicalmente 










































y seguridad alimentaria. Este modelo económico destruye la economía 
campesina, los territorios de las comunidades indígenas y afrodescen-
dientes y produce un escalamiento de la dinámica del conflicto social y 
armado que agobia a nuestro país (Declaración final encuentro de paz 
Barrancabermeja, 2012).
Si el mecanismo de participación de las comunidades se limita en el simple 
voto representativo, las problemáticas sociales que se agudizan por el mode-
lo económico del país se agudizarán y se llevarían procesos de movilización 
significativas como los paros que se han venido agenciado por los diferentes 
sectores y gremios del país. 
El segundo escenario es el Congreso para la Paz: Pueblos construyendo paz 
para la vida digna, que se llevó a cabo del 19 al 22 de octubre de 2013 en Bo-
gotá. Convocado por diversas organizaciones sociales acogidos a la construc-
ción de propuesta de país del Congreso de los Pueblos. Esta organización es 
un proceso de carácter social y popular que convoca todas aquellas dinámicas 
y procesos de pueblos, sectores y regiones que estén dispuestas a emprender 
una construcción legislativa común para mandatar el futuro y el presente de 
nuestro país con una perspectiva latinoamericana y mundial.
Este Congreso de los Pueblos de octubre se efectuó con el fin de consolidar 
y posicionar una propuesta colectiva de paz y de país desde la articulación 
de visiones, apuestas e iniciativas sociales locales, regionales y nacionales que 
aporte en la construcción de paz integral para Colombia y en la generación de 
iniciativas y mandatos concretos para el momento que vive el país, lo que se 
requiere para avanzar hacia un país en paz. 
Este escenario se ha venido construyendo a partir de otros congresos como: 
el Congreso de los Pueblos realizado en la Universidad Nacional de Bogotá, 
entre el 8 y el 12 de octubre de 2010, para consolidar los mecanismos y la 
práctica de los mandatos del pueblo y el Congreso de Tierras, Territorio y 
Soberanía realizado en la Universidad del Valle en Cali entre el 30 de septiem-
bre y el 4 de octubre de 2011 en torno a la defensa de sus territorios y a la 
construcción de un nuevo país para la vida digna. Es importante resaltar este 
proceso porque es una contribución de poder popular en busca de una paz 
para la vida digna, mismo que demuestra el carácter estructural de un verda-
dero proceso de construcción de paz resolviendo los problemas materiales y 
políticos en pro de una paz digna con participación de todos como lo deja su 
declaración final del Congreso para la paz:
Seguimos sosteniendo que la paz no consiste únicamente en el silen-



























































sociedad en paz sin los cambios necesarios que ataquen de manera 
decidida las raíces del conflicto y sin revertir las acciones del Estado 
que vulneran los derechos de los pueblos. Las graves problemáticas 
que vive la mayoría del pueblo colombiano son factores que profun-
dizan el conflicto, por esa razón avanzamos en delinear una agenda 
social de paz planteada en perspectiva de superar las condiciones de 
pobreza, desigualdad, marginalidad, impunidad y exclusión política 
que han caracterizado al régimen político imperante, a través de la 
lucha organizada. Esa agenda social de paz es expresión de los anhe-
los de las comunidades, pueblos y organizaciones sociales que buscan 
una sociedad con una paz genuina basada en la plena garantía de los 
derechos humanos y la construcción de un país más equitativo. (De-
claración final del Congreso Nacional de Paz en Colombia, 2013).
Se observa que la concepción sobre la paz de los sectores sociales populares 
que han padecido la guerra, legitima los procesos que ayuden a la solución 
política a la salida al conflicto armado, reconociendo que esta no le compete 
solamente al Gobierno nacional y a las insurgencias, sino que los sectores 
populares en la necesidad de hacer verdaderos mecanismos de participación 
democrática deben participar en la construcción de esa paz para la vida digna.
Es necesaria una transformación estructural del modelo de justicia 
imperante en nuestro país, caracterizado por legitimar un conjunto 
de medidas que le apuntan a garantizar el orden social y político im-
puesto. Como rechazo a este modelo de justicia hegemónico, represor 
y elitista, los pueblos que mandatamos paz para la vida digna con-
cebimos urgente la construcción de un nuevo modelo de justicia que 
tenga como objetivo central la garantía integral de los derechos de los 
pueblos, partiendo de los mecanismos comunitarios y populares que 
existen y han existido, y proyectándose hacia las grandes decisiones 
judiciales que se toman en el país, un nuevo modelo de justicia que 
fortalezca el tejido social de las comunidades y responda a las nece-
sidades concretas del pueblo Colombiano, expresadas en la agenda 
legislativa de país que proponemos como alternativa de vida digna y 
justicia social, así si podemos hablar de paz (Declaración final del Con-
greso Nacional de Paz en Colombia, 2013).
La propuesta de este escenario consiste en la consolidación de un proyec-
to que incluya una real participación, que debe generar los cambios necesa-










































más fuertes en la consolidación de un frente único popular que confronte a 
la clase dominante y construya un verdadero proyecto de paz. Este proyecto 
tendrá que acabar con la desigualdades generadas por el modelo económico 
y se debe consolidar como una nueva propuesta de país con justicia social 
para la vida digna.
CONCLUSIONES
Desde su conformación las FARC y el ELN pusieron en evidencia la di-
námica interna y externa del conflicto. Las luchas campesinas se fueron ra-
dicalizando al contacto con la ideología comunista y la teoría del foco, hasta 
privilegiar su expresión militar en guerrillas móviles. El Estado, a través de 
sus diferentes gobiernos, intentó la salida militar, unas veces con sus propias 
fuerzas armadas y otras con la ayuda de paramilitares: Sin embargo, ante la ur-
gencia de desmovilizar a la insurgencia, abrió espacios de diálogo que no han 
logrado hasta el momento la finalización del conflicto, salvo con las guerrillas 
que en la coyuntura de final de la Guerra Fría decidieron entregar las armas. 
La actual agenda de paz tiene bastantes enemigos y dificultades, pero sobre 
todo debe tener presentes a las organizaciones sociales que plantean una dis-
cusión más amplia donde se debata incluso el actual sistema económico que 
hace inviable la vida para muchos sectores desfavorecidos de la sociedad. La 
paz debe incluir criterios de justicia social, consolidación de la democracia y 
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